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Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte 

demandante en contra de la sentencia proferida el día 14 de 

noviembre de 2000 por el Tribunal Contencioso Administrativo de 

Antioquia, Sala de Descongestión, mediante la cual se negaron las 

pretensiones de la demanda. 

 

I. ANTECEDENTES 

 

1. Las pretensiones. 

 

Los señores HERNANDO PINO SUAREZ y OLIVIA DEL CARMEN GIL DE 

PINO a nombre propio y en representación de los menores NUBIA 
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EMILCEN Y JHONY ARBEY PINO GIL, los señores GERARDO HIGUITA 

TUBERQUIA y ROSMIRA URIBE DAVID, a nombre propio y en 

representación del menor LUIS NORBEY HIGUITA URIBE y los señores 

ROSALBA, EUCARIS, ISAMARY y LUIS ARLEY HIGUITA URIBE por 

intermedio de mandatario judicial debidamente constituido y en 

ejercicio de la acción de reparación directa enderezada en contra 

de la NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – EJERCITO NACIONAL a la 

que señalaron como parte demandada, mediante libelo presentado 

el día 5 de noviembre de 1998 solicitaron que, previos los trámites de 

ley, con citación y audiencia de aquella y del Señor Agente del 

Ministerio Público, se la declare administrativamente responsable por 

la totalidad de los daños y perjuicios causados a los demandantes 

con la muerte de los señores RUBIEL ANTONIO PINO GIL y LUIS ALBEIRO 

HIGUITA URIBE ocurrida el día 13 de mayo de 1993. 

 

Consecuencialmente solicitaron se condene a pagar en su favor 

indemnización en la siguiente forma:  

 

Por concepto de perjuicios morales, el equivalente en moneda legal a 

de 1000 gramos oro para cada uno de los demandantes. 

 

Por concepto de perjuicios materiales, lucro cesante, la suma de 

$10.411.178 a favor de la señora OLIVA DEL CARMEN GIL DE PINO 

correspondiente a los valores dejados de percibir por la muerte de su 

hijo RUBIEL ANTONIO PINO GIL. 

 

Por concepto de perjuicios materiales, lucro cesante, la suma de 

$9,939.679 a favor de la señora ROSMIRA URIBE DAVID correspondiente 

a los valores dejados de percibir por la muerte de su hijo LUIS ALBERTO 

HIGUITA URIBE. 
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Para  fundamentar sus pedimentos expusieron en síntesis que:  

 

El día 12 de mayo de 1993 se encontraban los jóvenes RUBIEL 

ANTONIO PINO GIL y LUIS ALBEIRO HIGUITA URIBE departiendo en el 

establecimiento denominado “Los Cuyos” en el paraje de Piedras 

Blancas, Municipio de Carepa, Departamento de Antioquia, cuando 

fueron abordados por una patrulla de soldados del Ejército Nacional 

que, sin mediar orden de arresto, los sacaron del lugar y se los llevaron 

con rumbo desconocido. 

 

Narró el libelo que al día siguiente los cuerpos de los dos jóvenes 

fueron encontrados en la Finca El Palmar, Municipio de Apartadó. 

 

Consideró la parte actora que de los hechos narrados se desprende 

una falla del servicio porque “Los miembros del Ejército Nacional que 

retuvieron y después dispararon sus armas de dotación oficial contra 

RUBIEL ANTONIO y LUIS ALBEIRO estaban de servicio, la retención la 

hicieron en forma ilegal y los disparos que terminaron con sus vidas 

fueron hechos en forma innecesaria”. 

 

2. Trámite en primera instancia. 

 

La demanda así formulada se admitió por auto de 2 de febrero de 

1995 que se notificó en debida forma a las demandadas y al señor 

Agente del Ministerio Público (Fl 76-77 Cdno Principal). 

 

Dentro del término de fijación en lista, el Ministerio de Defensa dio 

contestación al libelo (Fls 79-80 Cdno Principal) y solicitó se negaran las 

pretensiones por considerar que los hechos no ocurrieron de la forma 
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narrada en la demanda y, en consecuencia, no existe responsabilidad 

del Estado en el presente asunto. 

 

Posteriormente se decretaron y practicaron pruebas, luego de lo cual 

se corrió traslado a las partes para que alegaran de conclusión (Fl 197 

Cdno Principal), oportunidad procesal de la cual hizo uso el Ministerio 

de Defensa en el sentido de indicar que no obraba en el expediente 

prueba que indicara que fueron militares vinculados al Ejército 

Nacional, los causantes de las muertes de PINO GIL e HIGUITA URIBE, 

por lo que insistió en oponerse a las pretensiones incoadas en la 

demanda (Fl 198 Cdno Principal).  

 

El Ministerio Público allegó concepto en el que solicitó la 

desestimatoria de las pretensiones de la demanda, al considerar que 

de los testimonios allegados al proceso resultaba imposible deducir 

que fueron agentes de la demandada los causantes del daño por el 

cual se reclama. (Fl 199-201 Cdno Principal) 

 

3. La sentencia apelada 

 

Después de realizar la correspondiente valoración probatoria, el 

Tribunal a quo consideró que las pretensiones de la demanda no se 

encontraban llamadas a prosperar, toda vez que pese a encontrarse 

demostrada la muerte de los señores RUBIEL ANTONIO PINO GIL y LUIS 

ALBEIRO HIGUITA URIBE, lo cierto era que los testimonios obrantes en el 

proceso son en su mayoría de oídas y limitados a relatar comentarios y 

rumores realizados en la localidad sobre dichas muertes. 

 

Así mismo indicó que el único declarante que afirmó haber visto 

retenidos a los jóvenes por miembros del Ejército Nacional, tuvo como 
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base para dicha afirmación, la existencia de uniformes, armas y 

comportamientos propios de la institución demandada, pero que 

dicha apreciación desconoce que también los grupos armados 

ilegales usan dicha clase de armamento y uniformes. 

 

De otra parte, manifestó que la investigación previa adelantada para 

esclarecer los hechos no logró conseguir ninguna declaración de la 

forma en la cual ocurrieron los hechos y, por tanto, estimó que los 

dichos de la demanda no pasaban de ser meras especulaciones.  

 

4. El recurso de apelación. 

 

Inconforme con la anterior providencia, la parte actora interpuso 

recurso de alzada en tiempo oportuno en el sentido de no compartir 

la decisión de negar las pretensiones de la demanda fundamentada 

en la existencia de elementos probatorios que indican con claridad 

que, para el día de los hechos, un batallón de infantería del Ejército 

Nacional se encontraba haciendo presencia en el lugar,  en expresa 

misión del servicio, por lo que, afirmó, escapa a la lógica que ese 

mismo día estuvieran grupos subversivos en el lugar. 

 

En cuanto a la ausencia de declarantes en la investigación previa 

adelantada, afirmó que tal situación obedeció a la muerte de varios 

testigos de los hechos, la emigración de otros a lugares más seguros y 

el miedo de los restantes, el cual quedó evidenciado en la 

declaración del señor CARLOS PIEDRAHITA, quien declaró únicamente 

lo hizo porque se encontraba ya en lugar lejano al de ocurrencia de 

los hechos. 
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4. Trámite en segunda instancia. 

 

El recurso así presentado fue admitido mediante auto de 6 de 

septiembre de 2001 (Fl 228 Cdno Principal). En firme dicha providencia 

se ordenó correr traslado a las partes para alegar de conclusión 

mediante auto de 1 de noviembre de 2001 (folio 230 Cdno Principal), 

oportunidad procesal de la cual hizo uso la entidad demandada para 

reiterar brevemente las argumentaciones expuestas a lo largo del 

proceso. (Fls 232-233 Cdno Principal) 

 

La parte actora y el Ministerio Público guardaron silencio en esta 

etapa procesal. 

 

II. CONSIDERACIONES DE LA SALA 

 

1. Competencia. 

 

La Sala es competente para conocer del asunto, en razón del recurso 

de apelación interpuesto por la parte actora en contra de la 

sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Antioquia, Sala de 

Descongestión, el 14 de noviembre de 2000, en proceso con vocación 

de doble instancia ante esta Corporación, pues la pretensión mayor 

se estimó en la demanda en 1000 gramos oro, equivalentes para el 5 

de septiembre de 1994 a un valor de $ 10.684.780 mientras que el 

monto exigido en ese año para que un proceso, adelantado en 

ejercicio de la acción de reparación directa, tuviera vocación de 

doble instancia era de $9.610.000 (Decreto 597 de 1988) 
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Toda vez que la alzada se interpone por la parte demandante en 

contra de una sentencia desestimatoria de sus pretensiones, la Sala 

no tiene limitación alguna al momento de resolver el presente asunto. 

 

2. El ejercicio oportuno de la acción. 

 

Al tenor de lo previsto por el artículo 136 del C.C.A., la acción de 

reparación directa deberá instaurarse dentro de los dos años 

contados –decía la norma en la época de presentación de la 

demanda1- a partir del acaecimiento del hecho, omisión, operación 

administrativa u ocupación permanente o temporal de inmueble de 

propiedad ajena por causa de trabajos públicos. 

 

En el sub examine la responsabilidad administrativa que se impetra se 

origina en la muerte de los señores LUIS ALBEIRO HIGUITA URIBE  y 

RUBIEL ANTONIO PINO GIL el 13 de mayo de 1993, lo que significa que 

los demandantes tenían hasta el día 13 de mayo de 1995 para 

presentar oportunamente su demanda, y como ello se hizo el 5 de 

septiembre de 1994 resulta evidente que la acción se propuso dentro 

del término previsto por la ley. (Fl 64 Cdno Principal) 

 

3. El daño antijurídico.  

 

Encuentra la Sala debidamente acreditado en el proceso que los 

señores RUBIEL ANTONIO PINO GIL y LUIS ALBEIRO HIGUITA URIBE 

fallecieron el día 13 de mayo de 1993, según consta en la copia 

auténtica de los registros civiles de defunción obrantes a folio 152 y 

153 del cuaderno de pruebas. 

 

                                                           
1 Decreto 2304 de 7 de octubre de 1989, artículo 23.  
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En cuanto a las causas del deceso de LUIS ALBEIRO HIGUITA URIBE, 

conforme resulta de la copia auténtica del protocolo de necropsia  

que obra a folio 94 del cuaderno principal, se estableció que el 

cadáver presentaba signos de haberse encontrado atado de manos 

y que la causa de muerte fueron dos impactos de arma de fuego en 

la cavidad craneal. Así se describió en dicho documento: 

 

“Cadáver de sexo masculino de 20 años de edad aproximadamente, 

raza mestiza, con talla de 1,66 mts, complexión física mediana, cabello 

negro lacio, ojos de color café, dentadura natural en regular estado, 

bigote incipiente, resto imberbe. Con frialdad flacidez de las 4 

extremidades, livideces dorsales. Quien presenta heridas por proyectil 

de arma de fuego en cráneo, presenta signos de atadura en región 

cervical anterior y posterior de tórax y ambas muñecas y equimosis en 

zonas pretibiales… 

 

“Examen interior.  

 

I. Sistema óseo y articulaciones. Fracturas frontal orbitaria, 

parietales y occipitales por proyectiles No 1, No 2 y No 3. 

II. Sistema Muscular. Heridas de músculos en trayecto de los 

proyectiles. 

III. Sistema nervioso central. Laceraciones múltiples encefálicas con 

hemorragia subaranoidea (sic) global No 1, No 2 y No 3… 

 

“CONCLUSION 

Por los anteriores hallazgos conceptuamos que la muerte de quien en 

vida respondió al nombre de LUIS ALBEIRO HIGUITA URIBE fue 

consecuencia y directa de laceración encefálica por proyectiles de 

arma de fuego No 1, No 2 y No 3, lesión de naturaleza esencialmente 

mortal…” 

 

Similar consideración se sigue frente a RUBIEL ANTONIO PINO GIL, con 

la diferencia de que los dos disparos que le cegaron la vida, 

impactaron en la cavidad torácica, de conformidad con la copia 

auténtica del protocolo de necropsia obrante a folio 97 del 

cuaderno principal: 

 

“Cadáver de sexo masculino de 18 años de edad aparentemente, raza 

mestiza, con talla 1,68 mts, complexión física mediana, cabello negro 
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ondulado, ojos de color café, dentadura natural en buen estado, 

bigote incipiente, resto imberbe. Con frialdad, flacidez de las 4 

extremidades, livideces dorsales, quien presenta heridas de armas por 

proyectiles de armas de fuego en tórax con signos de ataduras de 

bordes entematosos, en ambas muñecas… 

 

“Examen interior… 

“…III. Sistema nervioso central. Encéfalo: pálido con edema.  

IV. Cavidad torácica. Hemotórax derecho. 2000 cc por proyectil N 1.  

   Hemotórax izquierdo 2000 cc por proyectil N 5. 

V. Aparato respiratorio. Laceraciones de lóbulos pulmonares izquierdos 

y derechos por proyectiles No 1 y No 2. 

VI. Aparato  circulatorio. Sección de arterias intercostales por proyectiles 

No 1 y No 5... 

 

“CONCLUSION  

Por los anteriores hallazgos conceptuamos que la muerte de quien en 

vida respondió al nombre de NN Masculino #22 fue consecuencia y 

directa de Shock hipovolémico por las heridas producidas por los 

proyectiles No 1 y No 5, lesión de naturaleza simplemente mortal…” 

 

Como consecuencia de lo anterior ha de entenderse que se 

encuentra acreditado el daño antijurídico sufrido por los 

demandantes, en tanto dos personas que pertenecen a su núcleo 

familiar fueron sometidas a un estado de indefensión para 

posteriormente ser asesinadas, circunstancia que sin lugar a dudas no 

estaban en la obligación de soportar, siendo procedente el estudio 

de la imputabilidad del daño a la entidad convocada al proceso. 

 

4. Lo probado en el proceso. Sobre el estudio de la 

responsabilidad estatal en caso de desapariciones forzadas 

y ejecuciones extrajudiciales. Violación de derechos 

humanos. Importancia de la prueba indiciaria.  

 

En cuanto a la forma de ocurrencia de los hechos, se tiene que a 

folios 184 y ss del cuaderno principal aparece la declaración rendida 

                                                           
2 En la parte superior del acta de necropsia se consigna el nombre del señor RUBIEL ANTONIO 

PINO GIL  de conformidad con oficio 603 Inspol Carepa oct 19/93 
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por el señor CARLOS EMILIO PIEDRAHITA QUINTERO, domiciliado en 

Piedras Blancas al momento de los hechos, quien afirmó que los 

señores PINO GIL e HIGUITA URIBE se encontraban departiendo en un 

establecimiento del lugar, cuando fueron retenidos por miembros del 

Ejército Nacional, así narró el testigo su versión de los hechos: 

 

 “Esos muchachos como le acabo de decir, ellos trabajaban en una 

finca llamada POLONIS, cercano a Piedritas Blancas, todos dos, RUBIEL 

PINO GIL y ALBEIRO HIGUITA, en una finca familiares de RUBIEL PINO. 

Un domingo cualquiera, no recuerdo la fecha, fue en el mes de mayo 

del año, que no recuerdo. Ahí me encontré con ellos, con todos dos, 

como el muchacho RUBIEL era muy amigo mío, conocido de toda la 

vida, me saludó, yo residía en piedras blancas  (sic)en ese entonces y 

le dije a RUBIEL no se demore mucho por aquí que aquí está el 

EJERCITO ACANTONADO, y de pronto les puede ocurrir cualesquier 

cosa y me dijo que como yo tengo aquí tías entonces no tengo 

peligro, eso fue ese día domingo, luego al viernes de esa misma 

semana entrando yo a mi trabajadero estaban dos retenidos en un 

KIOSQUITO del patio de la casa del señor GERARDO URIBE, yo los veía 

ahí, no conversé con ninguno de los dos, yo sabía que a una cosas de 

esas y como es el EJERCITO, si uno iba a preguntarles cualesquier 

cosa, lo amenazaban a uno. Eso ocurrió el viernes a las cinco de la 

tarde más o menos. Se anocheció y se perdieron con los muchachos, 

el EJERCITO, es decir, anochecieron y no amanecieron. Luego al otro 

día al Sábado corrió la bulla de que habían dos muertos en las 

inmediaciones de Carepa y Piedras Blancas, yo no los ví. El 

comentario se regó hasta llegó a la conclusión de que era los dos 

muchachos esos, RUBIEL PINO y ALBEIRO HIGUITA. Lo que si es que lo 

(sic) sacaron de un Billar llamado los “CUYOS”, que el administrador 

era un señor de apellido SALAS, no recuerdo el nombre en estos 

momentos. Hasta ahí, lo único que yo sé. PREGUNTADO; Sabe usted 

cómo se llama el KIOSQUITO en donde usted vió (sic) retenidos a los 

señores RUBIEL PINO GIL y ALBEIRO HIGUITA y que menciona en su 

versión anterior? CONTESTO; Eso era un KIOSQUITO familiar, eso no 

tiene nombre, PREGUNTADO; Sabe usted por qué motivos fueron 

retenidos los señores RUBIEL PINO GIL y ALBEIRO HIGUITA por el 

EJERCITO, según usted? CONTESTO; No sé por qué PREGUNTADO; 

Sírvase manifestar, qué lo lleva a usted decir que los señores RUBIEL 

PINO GIL y ALBEIRO HIGUITA fueron retenidos por miembros del 

EJERCITO NACIONAL? CONTESTO; Porque se reconocían que eran 

gente del gobierno, por el armamento, el vestido y la forma de 

manejarse con la gente, porque uno les decía alguna cosa y 

entonces lo amenazaban. Ellos estaban uniformados. PREGUNTADO; 

Sírvase manifestar a qué se dedicaban los señores RUBIEL PINO GIL y 

ALBEIRO HIGUITA, para antes de su muerte? CONTESTO; Ellos eran 
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jornaleros, como le dije antes trabajan en una finca de unos primos de 

RUBIEL PINO, de unos muchachos de apellido BORJA. PREGUNTADO; 

Sabe usted si los señores RUBIEL PINO GIL y ALBEIRO HIGUITA habían 

tenido problemas policivos o de otra índole? CONTESTO; No señor, 

con ninguno de ellos, allá no existió Policía y con el Ejército menos 

tuvieron problemas TIENE LA PALABRA LA APODERADA DE LA PARTE 

ACTORA. PREGUNTADO; El día que usted dice que vio recogidos a 

RUBIEL y ALBEIRO en el KIOSQUITO de Piedras Blancas, habían otras 

personas con ellos ahí retenidas? CONTESTO; El mero EJERCITO con 

ellos dos solamente. PREGUNTADO; Usted por qué dice que estaban 

retenidas, sabiendo que estaban en una propiedad privada? 

CONTESTO; Al estar ahí, sabíamos que estaban retenidos por cierto 

que estaban hasta en pantaloneta, porque ellos, estaban jugando 

billar en “LOS CUYOS”, se creó  (sic) dicen que los sacaron por 

imaginación, porque estaban ahí desde el domingo, pensarían o 

pensaron de que eran Guerrilleros o gente maleante, pero los 

muchachos no estaban implicados en nada, absolutamente en 

nada. Ahí estaba el EJERCITO acantonado cuando eso, cuidando el 

pueblo de la Guerrilla, pero la guerrilla estaba lejos de ahí y 

paramilitares no habían cuando eso. PREGUNTADO; Para la época en 

que ocurrió la retención de los muchachos a que nos venimos 

refiriendo, el EJERCITO en Piedras Blancas, siempre se alojaban en 

propiedades particulares o ellos tenían su propio comando? 

CONTESTO; Ellos se alojaban en donde querían en cualquier parte, 

ellos no tenían punto fijo, o propiedad alguna. PREGUNTADO; Díganos 

si sabe quién o quienes retuvieron a RUBIEL ANTONIO PINO GIL y LUIS 

ALBEIRO HIGUITA URIBE? En el negocio que administraba el señor 

SALAS, en Piedras Blancas, si eran militares, por qué sabe que lo eran? 

CONTESTO: Los retuvo el EJERCITO, porque todo el mundo sabíamos 

que era el EJERCITO, que estaban ahí, dizque cuidando el pueblo. 

PREGUNTADO: Díganos si sabe se después de la retención de RUBIEL 

ANTONIO PINO GIL y LUIS ALBEIRO HUIGUITA URIBE fueron vistos en 

alguna parte de Piedras Blancas Libres y sanos? CONTESTO: No señor, 

no fueron vistos en ninguna parte, vivos pues, aparecieron muertos al 

otro día, al día siguiente, al medio de Piedras Blancas y Carepa, 

tampoco sé punto fijo. PREGUNTADO: Díganos si usted supo o ha oído 

decir que RUBIEL ANTONIO PINO GIL y LUIS ALBEIRO HIGUITA URIBE, 

aparecieron muertos después de que fueron sacados del salón de los 

billares de Piedras Blancas, si recuerda, díganos el día y la hora y el 

lugar donde aparecieron? CONTESTO: El día en que yo los vi 

detenidos, fue un día viernes, aproximadamente a las 5:00 Pm., no 

supimos más de ellos, porque se anocheció, se los llevaron y no 

amanecieron, los encontraron muertos en inmediaciones de Piedras 

Blancas y Carepa, no puedo decir a qué horas los matarían, porque 

eso está muy lejos de ahí, se dice que fue el EJERCITO, porque como 

ellos son los que se los llevaron, ellos tendrán que responder… 
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Obra a folios 113-115 del cuaderno principal, la declaración de 

ORLANDA ZAPATA MANCO vecina de las víctimas con anterioridad a 

su desplazamiento a Carepa quien “de oídas” da razón básicamente 

de lo afirmado por PIEDRAHITA QUINTERO, en los siguientes términos: 

 

“Pues por los comentarios dijeron que ellos había bajado de llano 

grande donde vivían al corregimiento Piedras Blancas en busca de 

trabajo y un día se dedicaron a jugar en un establecimiento de ese 

corregimiento y que llegaron unos soldados y se los llevaron, al día 

siguiente parecieron muertos en una finca de Apartadó, es todo lo que 

se, lo que me comentaron al respecto”. 

 

Sin embargo encuentra la Sala que a esta última declaración no es 

susceptible darle crédito en el proceso, toda vez que no es posible 

determinar la fuente de la cual extrajo dichas conclusiones, es decir, 

no se determina que personas fueron las que hacían las indicaciones 

en contra de los soldados del Ejército Nacional. 

 

Ahora bien, las anteriores resultan ser las únicas pruebas aportadas al 

proceso tendientes a esclarecer los hechos ocurridos, probanzas que 

el Tribunal a quo encontró insuficientes para declarar la 

responsabilidad estatal, al considerar, en primer lugar, que el único 

testigo presencial de la supuesta retención, estimó que habían sido 

agentes del Ejército Nacional los causantes de la misma teniendo en 

cuenta el tipo de armas, uniformes y comportamientos de las 

personas, desconociendo que los grupos subversivos también poseen 

armamento y vestimenta similar, lo que restaba validez a la 

imputación hecha por el testigo. 

 

No comparte la Sala, el mentado planteamiento del a quo, en tanto 

no tuvo en cuenta el resto de elementos aportados que indican que 

para el día de los hechos, miembros del Ejército Nacional se 

encontraban haciendo presencia en el corregimiento de Piedras 
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Blancas. Así consta en el oficio obrante a folios 118-119 del cuaderno 

principal suscrito por el Comandante de la Decimoséptima Brigada 

del Ejército Nacional, en respuesta a requerimiento de esta 

Corporación, en el que se indicó: 

 

“Revisados los documentos soportes para la realización de Operaciones 

Militares se encontró la Orden de Operaciones fragmentaria No 074 del 

07-MAY- de 1993 con base a la cual Unidades del Batallón Voltígeros 

adelantaron operaciones de contraguerrillas en el sector de Piedras 

Blancas entre el 08 y 14 de mayo de 1993, donde se anexan los 

resultados obtenidos entre los cuales no aparecen los nombres de las 

personas mencionadas en el exhorto”. 

 

Dicha orden de operación fragmentaria aparece aportada a folios 

127 del cuaderno principal en los siguientes términos:  

 

“1.SITUACION: a) Enemigo: Grupo de bandoleros pertenecientes a las 

FARC,EPL, CRS, Milicias Bolivarianas en capacidad de asaltar, emboscar 

unidades militares con el propósito de crear desconcierto y robar 

material de guerra e intendencia al igual que obstaculizar el desarrollo 

de la acción cívico militar en la inspección de Piedras Blancas: 

b) Propias Tropas: Batallón Vélez. PDM Carepa. 

 

c) Agregaciones: 1 sección de Operaciones Sicológicas 1 División  

2. MISION: Batallón de Infantería No 31 Voltígeros a partir 20:00 Mayo 8-

93 efectuá (sic) operaciones de contraguerrillas en el área general de 

Piedras Blancas hasta 18:00 Mayo 10-933 para prevenir acciones de 

bandoleros contra la población civil…” 

 

De otra parte, se tiene también lo manifestado por el señor 

Comandante del Batallón 47 “General Francisco de Paula Vélez” que 

a folios 134 del cuaderno principal indicó la presencia de militares en 

la zona, aunque sin determinar exactamente el lugar: 

 

“Es de anotar que en el Insitop (sic) de la fecha de 12 de mayo de 1993, 

aparecen cinco patrullas de esta unidad en Carepa cuidando las 

instalaciones y en control Militar de área, pero no se especifica en que 

sector del municipio además para la fecha se encontraba una 
                                                           
3 Tanto en el oficio 02810 de julio 31 de 1996 enviado por la decimoséptima Brigada del 

Ejército Nacional (Fl 118) como en el 0847  del Batallón de Infantería No 46 Voltígeros (Fl 125) 

se afirmó que dicha misión se extendió hasta el día 14 de mayo de 1993. 
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Compañía de Instrucción adelantando la Primera Fase al mando del 

Señor CT. VALENZUELA PLATA CARLOS MARIO”. 

 

En consecuencia, la Sala considera que el dicho del señor 

PIEDRAHITA QUINTERO, en cuanto a la presencia del Ejército el día de 

los hechos, resulta plenamente concordante con el acervo 

probatorio mencionado, siendo del caso resaltar que, adicional a lo 

anterior, lo cierto es que se torna difícil generalizar que en todos los 

casos resulte imposible para el habitante de una comunidad, 

distinguir en qué momentos se hacen presentes las fuerzas del Estado 

y cuándo se trata de grupos armados al margen de la ley, toda vez 

que, con contadas excepciones, su modo de operación en forma 

alguna puede afirmarse sea idéntico. 

 

Ahora bien, acreditado como está la presencia de efectivos militares 

en la zona para los días 12 y 13 de mayo de 1993, la Sala dará validez 

a la declaración de PIEDRAHITA QUINTERO, toda vez que lo por él 

narrado no fue desvirtuado por otro elemento probatorio, ni su dicho 

fue objeto de tacha de falsedad o sospecha en este proceso y, 

además, no se encuentra en la testimonial rendida motivos que lleven 

a creer que  pretendió alejarse de la verdad sino que, por el contrario, 

dio fe únicamente de los hechos que le constan en forma directa,  en 

especial de la retención de PINO GIL e HIGUITA URIBE por parte de 

soldados del Ejército Nacional y se limitó a expresar los rumores 

acerca de las condiciones que pudieron conllevar a dicha situación. 

Rumores que bien puede entenderse son nacidos de lo que la vida 

diaria impone a los habitantes de nuestros campos. 

 

Llegados a este punto, la Sala encuentra que ciertamente no existe 

prueba de la forma en la cual aconteció la muerte de los tantas 

veces mentados, señores PINO GIL e HIGUITA URIBE y, por el contrario, 
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se tiene acreditado que no existió investigación de los hechos por 

parte de las dependencias del Ejército Nacional,  

 

“Consultados los despachos judiciales de la Unidad Operativa Menor y 

las Unidades Tácticas con responsabilidad en la jurisdicción 

mencionada, se pudo establecer que en ellas no cursa investigación 

penal alguna por la muerte de los señores RUBIEL ANTONIO PINO GIL y 

LUIS ALBEIRO HIGUITA URIBE a que se hace referencia.  

 

“No existe un proceso ni se adelanta investigación disciplinaria alguna 

por estos hechos”. 

 

Tampoco aparece que se haya iniciado investigación por parte de la 

Procuraduría Delegada ante las Fuerzas Militares4 pues en efecto tal 

entidad expuso para el proceso: 

 

“No se tiene conocimientos sobre miembros de la Institución que 

presuntamente hayan retenido a los señores RUBIEL ANTONIO PINO GIL 

y LUIS ALBEIRO HIGUITA URIBE, en el sitio y fecha indicado; tampoco se 

encontró informe alguno que dé cuenta de tales hechos. 

 

Para una mayor claridad de lo informado, me permito anexar 

fotocopias de los hechos allegados por los Despachos Judiciales y 

Unidades Tácticas después de haber hecho la averiguación 

correspondiente”. 

 

En cuanto a la investigación de oficio correspondiente a la justicia 

penal ordinaria, se allegó copia auténtica de la actuación 

adelantada por la Fiscalía Seccional Delegada de Chigorodó, 

Antioquia, la cual consta de los documentos remitidos por la 

Inspección de Policía de Carepa, como son los registros de 

defunción, las actas de levantamiento de cadáver y los protocolos 

de necropsia de los occisos  junto con las declaraciones de los 

señores HERNANDO PINO SUAREZ y ROSMIRA URIBE DAVID con el fin 

de reconocer los cuerpos de sus seres queridos. 

 

                                                           
4 Fl 174 Cdno Principal 
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Sin embargo, llama poderosamente la atención de la Sala que 

dichas actuaciones, según informe secretarial5, fueron recibidas por 

la Fiscalía Seccional en fecha 18 de abril de 1995, es decir casi dos 

años después de los hechos y, con base en ellas, el 27 del mismo mes 

y año se ordenó abrir la investigación previa con el fin de ordenar y 

practicar las pruebas correspondientes para el esclarecimiento de los 

hechos. No empero lo anterior, en forma a lo menos sorprendente, al 

día siguiente el Fiscal de conocimiento ordenó la suspensión de la 

investigación y el archivo provisional de la misma, por haber 

trascurrido más de 180 días desde la ocurrencia de los homicidios, sin 

que se hubiera decretado prueba alguna que diera luz a la pesquisa 

iniciada apenas unas horas atrás. 

 

Dicha situación para la Sala indica la falta de voluntad por parte de 

los entes estatales para realizar la más mínima investigación para 

conocer la verdad sobre lo sucedido, sin que razonablemente pueda 

explicarse que la Inspección de Policía del lugar hubiera tardado 

más de 22 meses en enviar las actuaciones a la Fiscalía asignada 

para el conocimiento del asunto y que, al llegar a dicho despacho, 

pese a tratarse de un caso de homicidio con arma de fuego en el 

cual los familiares del occiso indicaron con claridad la posibilidad 

que estuvieren involucrados miembros del Ejército Nacional, se 

cumpliera con el formalismo de abrir la investigación para cerrarla en 

un día, sin que se hubiere hecho la más mínima indagación sobre lo 

sucedido 

 

Así las cosas, los argumentos del a quo referidos a que los hechos 

narrados en la demanda son meramente especulativos por cuanto ni 

siquiera la investigación penal adelantada pudo vincular de forma 

                                                           
5 Fl 156 Cdno Principal. 



 

 

  Radicación:  05001232600019942070-01 (20783) 

 

17 

 

alguna a miembros del Ejército, no pueden compartirse, por cuanto, 

como se ha visto, no existió investigación material por el hecho 

ocurrido. 

 

Lo antes narrado constituye no solamente un evento sorprendente 

que pudiese tener connotaciones de tipo disciplinario, sino también 

un caso que afecta los Derechos Humanos de las víctimas, quienes se 

vieron privadas de una investigación seria e imparcial que les 

permitiera determinar quiénes fueron los causantes de las muertes de 

sus seres queridos y, además, conocer las circunstancias en que 

ocurrieron sus decesos. Al respecto se ha manifestado la Comisión 

Interamericana de los Derechos Humanos en múltiples oportunidades 

para exigir de los Estados, la adopción de medidas que garanticen 

que las investigaciones realizadas sean prontas y efectivas. Así, en 

informe n° 40/03, se refirió el tema en los siguientes términos:6 

 

 

“La inacción del Estado brasileño, al no investigar en forma eficiente con 

posterioridad al 25 de septiembre de 1992, configura, por sí misma, una 

violación específica e independiente del derecho a la vida y a la 

integridad personal de las víctimas. La violación del derecho a la justicia 

y al deber de adoptar disposiciones de derecho interno, con referencia 

a los derechos consagrados en los artículos 1(1), 8 y 25 de la Convención 

constituyen, asimismo, ejemplos de denegación de justicia. 
  
“60.     El Estado brasileño asumió, conforme a la Convención, la 

obligación de investigar y sancionar a los policías involucrados, deber 

que deriva del artículo 1de la Convención y tiene carácter continuo 

hasta la resolución del caso. En opinión de la Comisión, de esta 

obligación se deriva, además, el deber concreto de ofrecer garantías 

judiciales necesarias para que los recursos jurisdiccionales internos 

sean efectivos”. (Subrayas y negrillas fuera de texto) 
 

                                                           
6 Caso 10.301 Fondo 42°, Distrito Policial Parque São Lucas, São Paulo Brasil, 8 de Octubre De 

2003 
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Por tanto, en aras de intentar garantizar a los aquí demandantes, la 

efectivización de los Derechos Humanos que les fueron violados por 

los funcionarios estatales encargados de dirigir la investigación de los 

homicidios de PINO GIL e HIGUITA URIBE se hace imperativo 

compulsar copias de lo aquí actuado, a la Fiscalía General de la 

Nación, Procuraduría General de la Nación, Policía Nacional, Ejército 

Nacional para que, de ser aún posible, adelanten las investigaciones 

disciplinarias y penales correspondientes a que haya lugar. 

 

Retomando lo debatido, debe anotarse que el tema de las 

desapariciones forzadas ejecutada por agentes estatales, ha sido 

objeto de una extensa y bien consolidada jurisprudencia por parte de 

la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que la ha 

catalogado como una afrenta directa a la Convención Americana 

de Derechos, injustificable desde cualquier punto de vista y, en 

consecuencia, constitutiva de una situación que genera 

responsabilidad internacional de los Estados involucrados. El tema fue 

explicado en Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras7 en el cual se 

consideró de la forma que sigue: 

 

“154. Está más allá de toda duda que el Estado tiene el derecho y el 

deber de garantizar su propia seguridad. Tampoco puede discutirse 

que toda sociedad padece por las infracciones a su orden jurídico. 

Pero, por graves que puedan ser ciertas acciones y por culpables que 

puedan ser los reos de determinados delitos, no cabe admitir que el 

poder pueda ejercerse sin límite alguno o que el Estado pueda valerse 

de cualquier procedimiento para alcanzar sus objetivos, sin sujeción al 

derecho o a la moral. Ninguna actividad del Estado puede fundarse 

sobre el desprecio a la dignidad humana. 

“155. La desaparición forzada de seres humanos constituye una 

violación múltiple y continuada de numerosos derechos reconocidos 

en la Convención y que los Estados Partes están obligados a respetar 

y garantizar. El secuestro de la persona es un caso de privación 

arbitraria de libertad que conculca, además, el derecho del detenido 

                                                           
7 Sentencia de 29 de julio de 1988 
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a ser llevado sin demora ante un juez y a interponer los recursos 

adecuados para controlar la legalidad de su arresto, que infringe el 

artículo 7 de la Convención… 

 

“…157. La práctica de desapariciones, en fin, ha implicado con 

frecuencia la ejecución de los detenidos, en secreto y sin fórmula de 

juicio, seguida del ocultamiento del cadáver con el objeto de borrar 

toda huella material del crimen y de procurar la impunidad de 

quienes lo cometieron, lo que significa una brutal violación del 

derecho a la vida, reconocido en el artículo 4 de la Convención cuyo 

inciso primero reza: 

“1. Toda persona tiene derecho a que se respete su vida. Este 

derecho estará protegido por la ley y, en general, a partir del 

momento de la concepción. Nadie puede ser privado de la vida 

arbitrariamente.  

“158. La práctica de desapariciones, a más de violar directamente 

numerosas disposiciones de la Convención, como las señaladas, 

significa una ruptura radical de este tratado, en cuanto implica el 

craso abandono de los valores que emanan de la dignidad humana 

y de los principios que más profundamente fundamentan el sistema 

interamericano y la misma Convención. La existencia de esa práctica, 

además, supone el desconocimiento del deber de organizar el 

aparato del Estado de modo que se garanticen los derechos 

reconocidos en la Convención”. 

 

 

En concordancia con las anteriores reflexiones, la Sección ha 

considerado que situaciones como las hoy estudiadas, revisten un 

especial cuidado en la labor del juez contencioso por cuanto el 

manejo de la prueba se torna especialmente difícil al tratarse de 

hechos que, por regla general, dado su carácter aberrante y 

antijurídico, se caracterizan por inexistencia de prueba de los 

causantes del delito y de las circunstancias en que se ocasionó, 

máxime en zonas de difícil orden público, en las cuales, los 

potenciales testigos se abstienen de rendir declaración por el miedo 

a las represalias a que eventualmente se verían expuestos, como en 

efecto lo describió PIEDRAHITA QUINTERO al rendir su declaración en 

el municipio de Bello, al decir con absoluta contundencia: 
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“CONTESTO; Esta declaración únicamente la di yo aquí porque abajo 

ni en Carepa se puede dar, por el temor que hay”. 

 

Los anteriores lineamientos han sido reiterados por la Sección y 

plasmados en sentencia reciente en la cual se expuso8 

 

“Igualmente, es importante señalar, que en esta clase de asuntos, 

relacionados con desapariciones forzadas, la valoración probatoria 

debe realizarse con especial cuidado, toda vez que conlleva una 

dificultad mayor que otros casos, en razón a su particularidad y 

características únicas. Es claro que en este tipo de delitos, no existen 

pruebas evidentes de las circunstancias en las cuales ocurrieron los 

hechos y los implicados tampoco son fácilmente identificados, por lo 

tanto, la prueba indiciaria debe ser utilizada a la hora de argumentar 

y fundamentar las decisiones, así lo ha reiterado esta Corporación en 

diferentes oportunidades”.9 

 

En concordancia con lo dicho, la Corporación ha establecido que es 

posible inferir la responsabilidad del Estado en aquellos casos en los 

cuales el detallado análisis del acervo probatorio demuestra la 

existencia de un hecho previo (retención ilegal) y uno posterior 

(muerte de los retenidos)10, sin que se observe elemento que 

                                                           
8 Consejo de Estado. Sección Tercera. Subsección C. Sentencia de 24 de marzo de 2011, Cons 

Ponente. Dr Enrique Gil Botero. Exp 17.993 
9 Nota original de la sentencia citada “En el caso de la desaparición forzada de ciudadanos, 

consciente de la dificultad de recaudarse en el plenario pruebas directas demostrativas de la 

responsabilidad patrimonial de la administración, la Sala ha acudido a medios probatorios 

tales como los indicios, para fundamentar sus decisiones.” Sentencia proferida por la Sección 

Tercera del Consejo de Estado el 22 de abril de 2004, expediente 14.240. 

“Antes de entrar en el análisis de la prueba en el caso concreto, debe anticiparse que la 

actividad probatoria en los eventos de desaparición forzada es muy compleja. Regularmente 

no existen pruebas directas porque el hecho se comete en las condiciones de mayor 

ocultamiento o porque a pesar de que se haga a la luz pública es difícil obtener la 

declaración de los testigos, quienes callan la verdad por temor a las represalias. De tal 

manera que en la generalidad de los casos las decisiones judiciales se fundamentan en 

indicios.” Sentencia proferida por la Sección Tercera del Consejo de Estado el 28 de 

noviembre de 2002, expediente 12.812. Ver también Sentencia del 18 de junio de 2008, 

expediente 15.625. 
10 Sentencia de 3 de febrero de 2000, Cons Ponente Alier Eduardo Hernández, que en lo 

pertinente expuso: “En el caso sub judice, la Sala estima que el hecho indicador, plenamente 

probado, es la retención ilegal de que fueron objeto LUIS FERNANDO RINCON RAMIREZ y 

RICARDO ANTONIO GIRALDO VILLA por parte de miembros de la Policía Nacional en la 

madrugada del 29 de mayo de 1991.  

Si bien las investigaciones disciplinaria y penal adelantadas por la retención y posterior muerte 

violenta de las referidas personas, no lograron esclarecer quiénes fueron sus autores 

materiales, para de allí derivar la responsabilidad consiguiente, para la Sala se encuentra 

probado que fueron miembros de la Policía Nacional quienes retuvieron en forma ilegal y 
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desvirtue esa relación causal, situación aplicable plenamente a la 

situación fáctica aquí discutida, en la cual aparece acreditado que 

miembros del Ejército Nacional retuvieron a los señores RUBIEL 

ANTONIO PINO GIL y LUIS ALBERTO HIGUITA URIBE, y que éstos 

aparecieron muertos horas después, en las condiciones inicialmente 

expuestas sin que exista ningún otro elemento probatorio que indique 

que dichos decesos fueron ocasionados por terceros ajenos al 

proceso, razones todas estas que imponen a esta Corporación 

revocar la decisión adoptada por el a quo para, en su lugar, declarar 

la responsabilidad del ente demandado y ordenar el pago de los 

perjuicios causados.  

  

 

5. Los perjuicios. 

 

5.1. Perjuicios Morales. 

 

Encuentra la Sala que para reclamar indemnización por la muerte de  

RUBIEL ANTONIO PINO GIL, comparecieron al proceso los señores 

HERNANDO PINO SUAREZ, OLIVA DEL CARMEN GIL DE PINO  en 

calidad de padres, NUBIA EMILCEN PINO GIL y JHONY ARBEY PINO GIL 

en calidad de hermanos, condiciones debidamente acreditadas con 

copias auténticas de los registros civiles de nacimiento que pueden 

verse a folios 4, 6 y 90 del cuaderno principal 

 

                                                                                                                                                                      
arbitraria a dichas personas (hecho antecedente), las que horas después aparecieron 

asesinadas (hecho posterior)… 

…Como los retenidos fueron encontrados muertos por causa de graves heridas después de su 

retención, la Sala infiere que este ilícito fue producido por sus captores, dadas las 

circunstancias de modo, tiempo y lugar que se desprenden del conjunto probatorio. 

En consideración de que los graves ilícitos que terminaron con la vida de LUIS FERNANDO 

RINCON RAMIREZ fueron realizados por agentes del Estado, éste debe ser condenado a 

responder patrimonialmente por los daños ocasionados”. 
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Respecto de LUIS ALBEIRO HIGUITA URIBE, comparecieron los señores 

GERARDO HIGUITA TUBERQUIA y ROSMIRA URIBE DAVID como padres 

de la víctima, ROSALBA HIGUITA URIBE, EUCARIS HIGUITA URIBE, 

ISMARY HIGUITA URIBE, LUIS ARLEY HIGUITA URIBE y LUIS NORBEY 

HIGUITA URIBE en calidad de hermanos, condiciones debidamente 

acreditadas con copias auténticas de los registros civiles de 

nacimiento que pueden verse a folios 15 y 18-22 del cuaderno 

principal 

 

Por este concepto se solicitó en la demanda una indemnización 

tasada en 1000 gramos de oro para cada uno de los demandantes, 

pretensión frente a la cual la Sala se remitirá a los criterios establecidos 

en sentencia de 6 de septiembre de 2001, expedientes Nos. 13.232 y 

15.646, en la cual se determinó la necesidad de adecuar los montos 

indemnizatorios a salarios mínimos legales mensuales.  

 

Precisado lo anterior y teniendo en cuenta los parámetros 

jurisprudenciales sostenidos por la Sección, la Sala accederá al 

reconocimiento de los perjuicios morales solicitados en favor de 

HERNANDO PINO SUAREZ, OLIVA DEL CARMEN GIL DE PINO, GERARDO 

HIGUITA TUBERQUIA y ROSMIRA URIBE DAVID por el equivalente a cien 

(100) salarios mínimos mensuales legales para cada uno de ellos en 

tanto que, hallándose probado como ya se dijo el grado de 

parentesco como padres de las víctimas, resulta procedente 

entender que frente a ellos se presume que se trata de un evento en 

el que la muerte de su ser querido, como es un hijo, acarrea un 

sufrimiento en máxima intensidad. 

 

Frente a NUBIA EMILCEN PINO GIL, JHONY ARBEY PINO GIL ROSALBA 

HIGUITA URIBE, EUCARIS HIGUITA URIBE, ISMARY HIGUITA URIBE, LUIS 
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ARLEY HIGUITA URIBE y LUIS NORBEY HIGUITA URIBE, la Sala encuentra 

que -dada su calidad de hermanos de las víctimas que se encuentra 

acreditada- es procedente el reconocimiento solicitado, pero 

limitándolo a cincuenta (50) Salarios mínimos mensuales legales para 

cada uno de ellos.  

 

5.2. Daños Materiales. Lucro Cesante.  

 

Por este concepto se solicitó en la demanda la suma de $10.411.178 a 

favor de la señora OLIVA DEL CARMEN GIL DE PINO correspondiente al 

lucro cesante debido y consolidado dejado de percibir por la muerte 

de su hijo RUBIEL ANTONIO PINO GIL y $9.939.679 a favor de la señora 

ROSMIRA URIBE DAVID por la muerte de su hijo LUIS ALBERTO HIGUITA 

URIBE. 

 

Revisado la prueba testimonial obrante, se tiene que los señores 

ORLANDA ZAPATA MANCO y CARLOS PIEDRAHITA QUINTERO, 

afirmaron que los jóvenes PINO GIL e HIGUITA URIBE se 

desempeñaban como jornaleros de campo al momento de sus 

muertes aunque desconocen el monto de lo devengado. 

 

De otra parte, se tiene que RUBIEL ANTONIO PINO GIL y LUIS ALBERTO 

HIGUITA URIBE contaban, al momento de su muerte, con 19 y 18 años 

de edad respectivamente y, además, no existe elemento probatorio 

que indique que habían consolidado un núcleo familiar 

independiente a la familia paterna sino que por el contrario, la 

testimonial obrante, aunque escasa, indica que aquellos contribuían 

económicamente para el sostenimiento de sus padres. En 

consecuencia el reconocimiento de perjuicios incoados es 

procedente pero únicamente hasta la fecha en la cual las víctimas 



 

 

  Radicación:  05001232600019942070-01 (20783) 

 

24 

 

hubieren cumplido los 25 años, de conformidad con la jurisprudencia 

de la Sección11.  

 

Como salario base de liquidación, toda vez que está acreditado la 

labor desempeñada por PINO GIL e HIGUITA URIBE se presumirá el 

Salario y se ordenará el pago del lucro cesante a favor de ambos 

padres, en tanto, no existe prueba aportada que justifique el petitum 

de la demanda de reconocerla en exclusiva a favor de la madre. A 

dicho valor se le aumentará el 25% correspondiente a  las 

prestaciones sociales y se descontará un 25% que es el valor que se 

presupone que una persona gasta para su propia subsistencia. 

 

R = 535.600 Salario mínimo 2011 

 

Sumando 25% prestaciones y restando 25% gastos propios. 

 

535.600  + 133.900  (25%)  = 669.500      

669.500   - 167.375  (25%)  = 502.125 

 

Ra = 502.125 

 

Hechas las anteriores precisiones tenemos la siguiente liquidación: 

 

PARA HERNANDO PINO SUAREZ y OLIVA DEL CARMEN GIL DE PINO 

 

- Indemnización Debida o Consolidada 

 

Ra : Renta:  502.125 

                                                           
11 Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia de 18 de marzo de 2010. Cons Ponente. Dra 

Ruth Stella Correa Palacio. Exp 17047 
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Fecha en la cual hubiera cumplido los 25 años el señor RUBIEL ANTONIO 

PINO GIL. 2 de abril de 1998 

 

n  :   Número meses entre hechos y el 2 de abril de 1998 : 4 años, 10 

meses y 19 días  58,63 meses  

 

Fórmula: 

     

S= Ra. __(1 + i )n   - 1 

                    i 

 

S= $ 502.125X  _(1 + 0.004867)58,63  -1__ 

                 0.004867 

 

S= $ 33.974.688,77 

 

El valor así obtenido se divide entre los dos padres  

 

S=16.987.344,38 para cada uno de ellos 

 

 

PARA GERARDO HIGUITA TUBERQUIA y ROSMIRA URIBE DAVID. 

 

- Indemnización Debida o Consolidada 

 

Ra : Renta:  502.125 

Fecha en la cual hubiera cumplido los 25 años el señor LUIS ALBERTO 

HIGUITA URIBE. 26 de julio de 1999 

 

n  :   Número meses entre hechos y el 26 de julio de 1999: 74,43 meses  
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Fórmula: 

     

S= Ra. __(1 + i )n   - 1 

                    i 

 

S= $ 502.125X  _(1 + 0.004867)74,43  -1__ 

                 0.004867 

 

S= $ 44.909.336,58 

 

El valor así obtenido se divide entre los dos padres  

 

S=  22.454.668,29 para cada uno de ellos 

 

Ahora bien, la Sala no desconoce que en la demanda se solicitó la 

sumas de $10.411.178 y $9.939.679,  sin embargo dicho valor fue 

extraído con base en los valores de salario del año 1993 e incluso 

calculado sobre la expectativa probable de vida de los padres de las 

víctimas y, por tanto, de tomarse como marco delimitatorio de las 

pretensiones, resulta evidentemente desfavorable para la parte 

actora, quien no tiene por qué verse sometida a las consecuencias 

que le genera el enorme paso de tiempo entre la demanda y la 

sentencia de segunda instancia, por lo que en aras del principio de 

reparación integral que rige este tipo de actuaciones se preferirán los 

valores calculados en esta providencia  

 

6. Costas.  

 

Toda vez que no se evidencia temeridad, ni mala fe de las partes, la 

Sala se abstendrá de condenar en costas de conformidad con lo 
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reglado en el artículo 171 del C.C.A., modificado por el artículo 55 de 

la Ley 446 de 1998.  

 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo 

Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 

autoridad de la ley, 

 

F A L L A   

 

 

REVOCAR la sentencia de 14 de noviembre de 2000 dictada por el 

Tribunal Administrativo de Antioquia, Sala de Descongestión, y en su 

lugar se dispone. 

  

1. DECLARAR a la NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – EJERCITO 

NACIONAL,  administrativamente responsable de los perjuicios 

causados a HERNANDO PINO SUAREZ,  OLIVIA DEL CARMEN GIL DE 

PINO, NUBIA EMILCEN PINO GIL,  JHONY ARBEY PINO GIL, GERARDO 

HIGUITA TUBERQUIA, ROSMIRA URIBE DAVID, LUIS NORBEY HIGUITA 

URIBE, ROSALBA HIGUITA URIBE, EUCARIS HIGUITA URIBE, ISAMARY 

HIGUITA URIBE y LUIS ARLEY HIGUITA URIBE con ocasión de la muerte de 

RUBIEL ANTONIO PINO GIL y LUIS ALBERTO HIGUITA URIBE ocurrida el 13 

de mayo de 1993, por las razones expuestas en la parte motiva de 

esta providencia.     

 

2. Como consecuencia de la anterior declaración, CONDENAR a la 

NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – EJERCITO NACIONAL, a pagar las 

siguientes sumas 
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Por concepto de Perjuicios Morales: 

 

Para HERNANDO PINO SUAREZ,  OLIVIA DEL CARMEN GIL DE 

PINO, GERARDO HIGUITA TUBERQUIA y ROSMIRA URIBE DAVID la 

suma de CIEN Salarios Mínimos Mensuales Vigentes para cada 

uno de ellos 

Para NUBIA EMILCEN PINO GIL,  JHONY ARBEY PINO GIL, LUIS 

NORBEY HIGUITA URIBE, ROSALBA HIGUITA URIBE, EUCARIS 

HIGUITA URIBE, ISAMARY HIGUITA URIBE y LUIS ARLEY HIGUITA 

URIBE, la suma de CINCUENTA Salarios Mínimos Mensuales 

Vigentes, para cada uno de ellos. 

 

Por concepto de perjuicios materiales, lucro cesante: 

 

Para HERNANDO PINO SUAREZ,  OLIVIA DEL CARMEN GIL DE 

PINO, la suma de DIECISEIS MILLONES NOVECIENTOS OCHENTA Y 

SIETE MIL TRESCIENTOS CUARENTA Y CUATRO PESOS CON TREINTA 

Y OCHO CENTAVOS ($16.987.344,38) para cada uno. 

Para GERARDO HIGUITA TUBERQUIA y ROSMIRA URIBE DAVID, la 

suma de VEINTIDOS MILLONES CUATROCIENTOS CINCUENTA Y 

CUATRO MIL SEISCIENTOS SESENTA Y OCHO PESOS CON 

VEINTINUEVE CENTAVOS. ($22.454.668,29) para cada uno. 

 

3. ORDENAR compulsar copias de lo aquí actuado con destino a la 

Fiscalía General de la Nación, Procuraduría General de la Nación, 

Policía Nacional y Ejército Nacional para que, de ser aún posible, 

adelante las investigaciones disciplinarias y penales correspondientes 

a que haya lugar, de conformidad con la parte motiva de la 

presente providencia. 
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4. Para el cumplimiento de esta sentencia expídanse copias con 

destino a las partes, con las precisiones del art. 115 del Código de 

Procedimiento Civil y con observancia de lo preceptuado en el art. 37 

del Decreto 359 de 22 de febrero de 1995. Las copias destinadas a la 

parte actora serán entregadas al apoderado judicial que ha venido 

actuando. 

 

5.   Las condenas se cumplirán en los términos de los Arts. 176 a 178 del 

C.C.A. 

 

6. Sin costas  (Art. 55 de la ley 446 de 1998.). 

 

 

COPIESE, NOTIFIQUESE, CUMPLASE Y DEVUELVASE 

 

 

 

HERNAN ANDRADE RINCON      MAURICIO FAJARDO GOMEZ 

 

 

GLADYS AGUDELO ORDOÑEZ 

 


